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Consideraciones previas 



Históricamente, las relaciones entre la jurisdicción y el arbitraje se han ido desenvolviendo de diversa forma en aplicación de las sucesivas Leyes de arbitraje que se han venido promulgando, provocando diferentes cotas de interrelación entre ambas.

El arbitraje, utilizando una definición clásica, es un medio heterocompositivo de resolución de conflictos por el que dos partes, en virtud del principio de la autonomía de la voluntad, sobre materias de libre disposición conforme a derecho, deciden someter una controversia jurídica surgida o que pueda surgir en el futuro, a la decisión de uno o más árbitros, excluyendo del conocimiento del asunto a la Jurisdicción.

Si partimos, en cuanto a la naturaleza jurídica del arbitraje, de una concepción ecléctica, estaremos considerando que éste surge como consecuencia de un contrato (convenio arbitral) que debe cumplir una serie de presupuestos para que pueda desplegar eficacia y a los que posteriormente nos referiremos; y de otra parte, la resolución que pone fin al arbitraje (el laudo) está dotada asimismo de una serie de efectos que podemos denominar jurisdiccionales (ejecutividad y cosa juzgada) que permitiría afirmar que el arbitraje tiene también naturaleza jurisdiccional por los efectos que provoca el laudo arbitral.

Si nos fijamos, ya desde el momento en el que planteamos la naturaleza jurídica del arbitraje comienzan a producirse las interrelaciones entre la jurisdicción y arbitraje, y ello a pesar de que dentro del concepto de arbitraje se encuentra como hemos observado: ...la exclusión del conocimiento del asunto a la jurisdicción.

Precisamente, si el ordenamiento jurídico dota al laudo arbitral de los efectos citados, no cabe duda de que algún tipo de control judicial ha de arbitrarse. Otra cosa sería que los efectos de lo decidido por los árbitros quedaran reducidos a la esfera privada de los particulares sin afectación alguna del ordenamiento jurídico. Sin embargo, el carácter ejecutivo del laudo arbitral y que tal decisión adquiera fuerza de cosa juzgada material con los efectos que de ésta se derivan, requiere de un nivel de protección y control judicial por las vías que el legislador entienda más adecuadas.

Como decíamos, las relaciones entre la jurisdicción y el arbitraje han ido sobrepasando distintas etapas hasta llegar a la actualidad con lo que la profesora TAPIA FERNÁNDEZ ha dado en llamar la tendencia desjudicializadora de la intervención judicial (1) . Y es que, efectivamente, se han mantenido mecanismos de intervención judicial en el arbitraje, algunos de ellos a modo de control, pero se han ido reduciendo progresivamente conforme se han ido promulgando nuevas Leyes de Arbitraje.

Como sabemos, nuestra reciente Ley de Arbitraje 60/2003 (en adelante, LA) está fundamentalmente inspirada en la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Arbitraje Comercial Internacional de 21 de junio de 1985 (LM en adelante) que en su art. 5 señala: en los asuntos que se rijan por la presente Ley, no intervendrá ningún Tribunal, salvo en los casos en que esta Ley así lo disponga. En el mismo sentido se manifiesta la LA en su art. 7, lo que viene a denotar una intención del legislador de intervención judicial mínima en el arbitraje, salvo en los casos legalmente tasados.

A pesar de este deseo de intervención mínima, la jurisdicción se ve obligada a intervenir a propósito del arbitraje, en ocasiones como consecuencia de los efectos del laudo arbitral a través de la acción de anulación del laudo o el recurso de revisión; otras, porque o bien los árbitros o bien las partes se dirigen los órganos jurisdiccionales en reclamación de una situación de apoyo al arbitraje: para el nombramiento de los árbitros, para un auxilio judicial en materia de prueba, para la adopción de medidas cautelares, ejecución del laudo o reconocimiento y ejecución de resoluciones arbitrales extranjeras (2) .

En esta obra vamos a limitarnos a analizar con detenimiento los supuestos de control judicial del arbitraje (acción de anulación y revisión del laudo arbitral) y dejaremos para una obra posterior las distintas situaciones de apoyo judicial al arbitraje.

Ni la acción de anulación del laudo ni el recurso de revisión son recursos propiamente dichos. Es cierto que la LA ha corregido en parte este error terminológico al suprimir el término recurso de la anulación del laudo y que contenía la LA de 1988. Tanto uno como otro constituyen medios de rescisión de resoluciones firmes, en ellos no se pretende una nueva decisión sobre el objeto del proceso, sobre el fondo del asunto por un nuevo órgano jurisdiccional sino que se pretende atacar la fuerza de cosa juzgada material de la resolución recurrida.

Si estos medios solo permiten rescindir la fuerza de cosa juzgada de resoluciones firmes, debe ser también nuestra labor en las páginas sucesivas obtener un concepto claro de lo que significa «firmeza», haciendo una distinción entre laudo firme y definitivo, observando si el concepto de firmeza de la resolución en el proceso jurisdiccional es o no equivalente al concepto de firmeza en el arbitraje y, por último, cuáles son las relaciones entre la firmeza de la resolución (laudo) y los citados medios de rescisión de resoluciones firmes (anulación y revisión) (3) .

Sin embargo, las relaciones entre la cosa juzgada y la revisión del laudo serán analizadas a propósito del estudio de este medio extraordinario de rescisión de resoluciones firmes para acompasar así nuestra exposición con el contenido del art. 43 LEC que directamente los relaciona.






	 (1) 

	AA.VV., TAPIA FERNÁNDEZ, I., «Arbitraje e intervención judicial», Jornadas iberoamericanas de Derecho Procesal. «Problemas actuales del proceso iberoamericano», vol. I, Málaga, 2006, págs. 235-275, pág. 240.
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	 (2) 

	Como ha señalado SENÉS MOTILLA, «En ocasiones se recurre a los Tribunales para integrar el poder de coerción del que carecen los árbitros (imperium) y que es necesario para llevar a cabo determinadas diligencias de prueba o la ejecución de las medidas cautelares y los pronunciamientos condenatorios del laudo. En otras, la intervención judicial es requerida para supervisar la regularidad del arbitraje, ya en su vertiente material o procedimental», SENÉS MOTILLA, C., La intervención judicial en el Arbitraje, Pamplona, 2007, pág. 26.
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	 (3) 

	Sirva de guía el art. 53 de la Ley Concursal (LC) que equipara el laudo firme y la sentencia judicial a la hora de la prelación de créditos de cara al proceso concursal. Art. 53.1 LC: «Las sentencias y los laudos firmes dictados antes o después de la declaración de concurso vinculan al juez de éste, el cual dará a las resoluciones pronunciadas el tratamiento concursal que corresponda».
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La nueva acción de anulación del laudo 



1.  CONCEPTO Y NATURALEZA JURÍDICA

Como paso previo al estudio de este medio de impugnación del laudo arbitral, debemos poner de manifiesto los motivos que han llevado al legislador a mantener, aunque ahora modificada, la posibilidad de impugnar el laudo arbitral firme.

Dos de esos mecanismos, como es sabido, se encuentran ahora regulados en los arts. 40 a 43 de la LA. Por un lado, la presente acción de anulación del laudo que sustituye al anterior recurso de anulación (arts. 40 a 42 LA); y por otro lado, el recurso de revisión del laudo (art. 43 LA) que mantiene sustancialmente las prescripciones que ya recogía la LA anterior y que remite a los preceptos de la LEC reguladores de este medio de impugnación de sentencias -por lo que ahora nos interesa, también laudos- firmes (arts. 509-516 LEC).

Cierto es que en el arbitraje existe la tendencia a limitar todo tipo de intervención jurisdiccional en la medida de lo posible y deseable (principio de intervención mínima). Se pretende con ello mantener uno de los principios básicos en los que se asienta este medio extrajurisdiccional de resolución de conflictos, la autonomía de la voluntad de las partes. Sin embargo, existen razones fundadas para mantener ciertos mecanismos de control judicial del arbitraje como consecuencia de los importantes efectos -jurisdiccionales, eso sí- que presenta el mismo.

Es precisamente en el ámbito de la acción de anulación del laudo, donde más claramente puede verse reflejada la necesidad de equilibrio entre dos principios que pudieran resultar incompatibles: de un lado, la autonomía de la voluntad de las partes que deciden acceder a este medio de solución de conflictos extrajudicial y que como consecuencia de su decisión excluyen del conocimiento del mismo a los órganos jurisdiccionales. Dicho de otro modo, la propia esencia y razón de ser del arbitraje impide que pueda haber una influencia jurisdiccional considerable que pudiera desvirtuar la naturaleza misma del arbitraje. De otro lado, se encuentra el principio del necesario control judicial del arbitraje. Parece absolutamente imprescindible que si el laudo arbitral tiene en virtud de nuestras leyes procesales fuerza ejecutiva, algún tipo de control debe habilitarse, cuestión distinta resultaría de carecer el laudo arbitral de fuerza ejecutiva.

Por consiguiente, siendo estos dos principios difícilmente conciliables debemos buscar un equilibrio que permita dotar de seguridad jurídica a la emisión de laudos arbitrales que van a tener fuerza ejecutiva y, al mismo tiempo, no permitir una excesiva injerencia de nuestros Tribunales en el desarrollo de los procesos arbitrales por la vía del recurso, ahora llamado acción, de anulación del laudo.

- Ahora bien, que este medio de impugnación no deba ser considerado en ningún caso ni como una segunda instancia, ni como un recurso ordinario o extraordinario, es algo que ha venido manifestando tanto la jurisprudencia (1)  como la doctrina (2) , dotando de esencia propia a esta forma de impugnación que se produce ante un órgano jurisdiccional pero que no tiene como finalidad la revisión en cuanto al fondo del contenido del laudo arbitral sino la constatación del cumplimiento de las exigencias formales del procedimiento arbitral y en la emisión del laudo, constatadas en la enumeración de una serie de motivos previamente tasados.

Eso es al menos lo que se deduce de la regulación actual, ya que si de una segunda instancia arbitral se tratara surgiría la cuestión acerca de por qué no se ha creado un Tribunal arbitral al uso que conozca de las apelaciones frente a los laudos dictados en la hipotética primera instancia del arbitraje.

Sin duda esa posibilidad quedaría bajo los auspicios de decisiones de política legislativa que entendemos ahora poco acertados debido a que una segunda instancia arbitral volvería a desnaturalizar algunos de los principios básicos del arbitraje, esto es, una decisión por un tercero imparcial que no está sometida a posibilidad de recurso alguno y respecto de la que solo cabe interponer ciertas acciones rescisorias que atacan directamente al efecto de cosa juzgada del laudo arbitral -acción de anulación y revisión del laudo-.

Habría que añadir a lo anterior, que si una de las bondades del arbitraje frente a la jurisdicción ha sido siempre la rapidez, difícilmente podría seguir manteniéndose esa característica en el momento en que se dotara a las partes de una especie de recurso de apelación frente al laudo que abriera una segunda instancia arbitral. Nos preguntaríamos entonces: ¿tras esta segunda instancia debería subsistir una acción de anulación del laudo frente a órganos jurisdiccionales o se agotaría ahí el arbitraje?; caso de agotarse ahí el arbitraje, ¿cómo conciliaríamos esos dos principios anteriormente apuntados de dotar de cierto control judicial al arbitraje habida cuenta de los efectos jurisdiccionales que presenta el laudo arbitral?.

Entendemos que el legislador en modo alguno ha querido regular esta acción como una segunda instancia arbitral, pero es más, tampoco como un recurso ordinario o extraordinario porque, aunque pudiera participar de algunas de las características propias de los recursos ordinarios o extraordinarios, la acción de anulación en ningún momento permite que la Audiencia competente pueda entrar a analizar el fondo de la controversia decidida en el laudo, pueda realizar valoraciones en torno a la prueba practicada en el procedimiento arbitral o al derecho material aplicado en la decisión del conflicto o, incluso, pueda someter a la consideración de los Magistrados las cuestiones fácticas o jurídicas resueltas durante el procedimiento arbitral, simplemente se tasan las causas que podrían provocar la nulidad del laudo pero, exclusivamente, por defectos operados durante la sustanciación del procedimiento arbitral o en el momento de dictar el laudo.

Además estos defectos o causas están directamente relacionados con las exigencias de respeto de las garantías procesales de las partes durante el proceso arbitral, garantías que en todo momento han de salvaguardarse debido a que el laudo arbitral que ponga fin al procedimiento será título ejecutivo que permitirá el acceso directo al proceso de ejecución y a la vía de apremio y teniendo además fuerza de cosa juzgada desde el mismo momento en que se dicte.

- Si la acción de anulación no es ni una segunda instancia arbitral ni un recurso ordinario o extraordinario, ¿qué es? Utilizando palabras de FERNÁNDEZ-BASTEROS LÓPEZ (3)  se trata de una acción rescisoria, constitutiva de petitum único e invariable, esto es, una acción dirigida solamente, excluyendo otro tipo de pretensiones, a dejar sin eficacia o privar de efectos el laudo arbitral atacando su fuerza de cosa juzgada por medio de la alegación de unos motivos previamente tasados que, caso de ser estimados, provocan un efecto constitutivo, pues se crea una situación jurídica distinta de la habida hasta ese momento: el laudo arbitral era firme, válido y ejecutivo y ahora deja de serlo.

Efectivamente, el carácter constitutivo de la decisión judicial que acoge la nulidad del laudo ha sido también destacado por BARONA VILAR (4)  para quien la calificación de la pretensión que se ejercita por mor del art. 40 LA es constitutiva, por cuanto la satisfacción de la parte no es solo una declaración pura -en el sentido de sentencia declarativa- sino la consecuencia sancionadora que dicha declaración comporta, consecuencia que es claramente de naturaleza constitutiva.

No basta, pues, con la declaración que se deriva de la sentencia dictada por la Audiencia Provincial para producir los efectos propios de la anulación, es necesario que se produzca un cambio en la situación jurídica creada con el laudo por medio de una resolución que tenga la fuerza de modificar esa situación jurídica preexistente y que pueda privar de efectos al laudo. Luego se requiere una resolución judicial con efectos no solo declarativos sino constitutivos que permitan cambiar la realidad jurídica creada con fuerza ejecutiva y de cosa juzgada por el laudo que puso fin al procedimiento arbitral.

Estamos, por tanto, ante un nuevo proceso en este caso de carácter judicial que no tiene su antecedente en otro proceso jurisdiccional sino arbitral, lo que le hacer ser un proceso autónomo de impugnación, donde el Tribunal competente desarrolla en este caso una función de control judicial del arbitraje y no de apoyo a éste como pudiera ocurrir en otros supuestos -adopción de medidas cautelares, auxilio en materia de prueba o ejecución forzosa, entre otros- (5) .

- Hechas las precisiones anteriores, hay que resaltar que, en nuestra tradición jurídica arbitral, se ha ido produciendo un paulatino cambio respecto a esa intervención directa o no de los Tribunales judiciales en el control de la legalidad del laudo arbitral. Si bien la Ley de arbitraje de 1953 acercaba los procesos arbitral y jurisdiccional estableciendo como posible impugnación un recurso de casación y, por tanto, un control judicial en toda su extensión; las posteriores leyes de arbitraje (LA 1988/2003) han virado hacia una desconexión entre ambos procesos produciendo -en palabras de TAPIA FERNÁNDEZ (6) - un desligamiento definitivo entre el proceso arbitral y el jurisdiccional, de tal modo que el primero no es susceptible de entroncar con el segundo por medio de los recursos previstos para la impugnación de sentencias jurisdiccionales (7) .

Teniendo en cuenta que a los órganos jurisdiccionales, cuando han de pronunciarse sobre la acción de anulación del laudo, les está vedado hacerlo sobre el fondo del asunto arbitral, esto es, sobre la correcta o no decisión de los árbitros en la decisión de la controversia, entendemos que este sistema de control judicial es el que mejor se ajusta a la protección del art. 24 CE entendido como derecho de acceso a la jurisdicción y a la propia naturaleza y esencia del arbitraje, medio extrajurisdiccional de conflictos inspirado en la autonomía de la voluntad de las partes y donde debe primar una mínima intervención judicial.

Basándose en la Ley Modelo de la CNUDMI (UNCITRAL) la LA ha mantenido, como ya hacía la anterior LA/1988, la posibilidad de impugnar la validez del laudo. Sin embargo, ahora esa impugnación se realiza por medio de la acción de anulación del laudo de los arts. 40 y ss. LA evita hablar de recurso y sustituye el término por el de acción, más ajustado a la verdadera finalidad de este medio de rescisión de resoluciones firmes, es decir, no se persigue una nueva decisión sobre la controversia jurídica por un nuevo Tribunal -ahora judicial- sino solo observar que en el procedimiento y en la decisión del laudo se han observado ciertas formalidades y presupuestos (8) .

Hay que interpretar este control jurisdiccional en que consiste la acción de anulación como una revisión de la actuación de los árbitros in procedendo y no en la aplicación del derecho sustantivo (SAP de Vizcaya de 18 de junio de 1998 y SAP de Burgos de 8 de octubre de 1999) (9) .

- Además, también esta acción de anulación presenta otras novedades que serán objeto de análisis más exhaustivo en las siguientes páginas. En este sentido se modifican los motivos que pueden permitir la interposición de esta acción frente al extinto recurso de anulación. Desaparecen algunos como la emisión del laudo arbitral fuera de plazo y aparecen otros nuevos como la falta de notificación debida a las partes de la designación de los árbitros.

Entre las dos principales novedades que presenta esta acción se encuentra la posibilidad de que el órgano jurisdiccional de oficio pueda apreciar algunos de los motivos de la acción de anulación que recoge el art. 41.1 [en concreto, los de las letras b), e) y f)], con independencia de que la parte los haya ejercitado o no. Y en segundo lugar, se modifica el tratamiento procesal de esta acción haciéndose una remisión al juicio verbal civil aunque con demanda y contestación escritas.

Por último, otra de las novedades que presenta la nueva acción de anulación ha sido la variación sustancial que se ha operado respecto al plazo para su interposición.

2.  RESOLUCIONES SUSCEPTIBLES DE ANULACIÓN

A continuación de esta breve exposición general que hemos realizado en torno a la nueva acción de anulación del laudo, su concepto y naturaleza jurídica, debemos detenernos en el análisis de las resoluciones arbitrales que pueden llegar a ser objeto de una acción de anulación para lo que no ayuda en modo alguno la propia LA cuando alude al laudo arbitral objeto de dicha acción como definitivo o firme (10) .

Por definición, el laudo arbitral es firme desde que se dicta, pues frente a él solo caben dos medios de impugnación que, en realidad, constituyen dos mecanismos para poder rescindir la cosa juzgada del laudo arbitral: la acción de anulación del laudo y el recurso de revisión.

Si acudimos al significado procesal de los términos definitivo y firme que recogen los arts. 207 LEC y 245.3 LOPJ, entenderíamos que son resoluciones definitivas aquellas que ponen fin a una instancia, mientras que firmes serían aquellas frente a las que no cabe recurso alguno, bien porque no estaba legalmente previsto o bien porque, habiéndolo estado, ha finalizado el plazo sin que haya sido ejercido dicho derecho por las partes.

En el caso del laudo arbitral, en el mismo momento en que finaliza el proceso arbitral, firmeza pues, como hemos puesto de manifiesto anteriormente, no hay una segunda instancia arbitral y, por consiguiente, el laudo que decide el fondo de la controversia pone fin definitivamente a ésta y además con efectos ejecutivos y de cosa juzgada.

Ahora bien, cabe frente a él un medio que permitiría atacar la autoridad de cosa juzgada del laudo en el supuesto de que se acredite la conculcación de alguno de los motivos del art. 41 LA que fundan la acción de anulación del laudo y que dan lugar a una revisión en cuanto al desarrollo del procedimiento arbitral pero no un nuevo análisis del fondo por la Audiencia Provincial.

Así, de forma coherente con lo expuesto, en el momento en que la ejecución se insta y se despacha con base en un laudo arbitral, lo que verdaderamente hay es ejecución definitiva y no ejecución provisional, puesto que ésta solo está pensada para resoluciones que son objeto de impugnación para evitar el hipotético perjuicio que para una de las partes puede suponer que el objeto del proceso no se decida dentro de unos límites razonables.

No obstante, aunque no se trate de ejecución provisional, como ha señalado BARONA VILAR (11) , el legislador ha querido establecer mecanismos específicos de protección ante dicha ejecución, configurando a este respecto las posibilidades que ofrece el art. 45 LA, a saber, la posibilidad de suspender o incluso sobreseer la ejecución mientras se halle pendiente el proceso de anulación.

En definitiva, cuando el conjunto de actuaciones arbitrales finalice con el pronunciamiento del laudo que ponga fin a la controversia, estaremos ante un laudo que en palabras -desafortunadas por otra parte- de la LA será «definitivo» y, por tanto, podrá ser objeto de una acción de anulación del laudo. Una vez que dicha acción sea resuelta por la Audiencia Provincial respectiva o, en su defecto, no haya sido instada transcurriendo el plazo establecido en la Ley para la impugnación del laudo, estaremos en presencia de un laudo «firme» -siguiendo la terminología de la LA- que podrá ser objeto de un recurso de revisión en los términos establecidos en el art. 43 LA y concordantes de la LEC.

Ahora bien, qué deba entenderse por laudo que ponga fin a la controversia puede ser objeto de interpretación. Y es que, no solo van a tener acceso a la anulación los laudos que de forma definitiva pongan fin totalmente al conflicto, sino también aquellas resoluciones -término utilizado por la LA- o laudos denominados «parciales» cuyo uso permite el art. 37 LA y que hayan podido resolver un aspecto puntual del desarrollo del procedimiento arbitral diferente al fondo de la controversia.

En efecto, aun cuando los arts. 22 (sobre la competencia) y 23 (relativo a las medidas cautelares) no emplean el término laudo para designar la resolución de los árbitros sobre estas materias, sino el de «decisión arbitral», lo cierto es que, tanto el art. 22.3, como el 23.2, permiten concluir que los árbitros deben dictar laudos parciales en estos casos, con base, precisamente, en la remisión expresa al ejercicio de la acción de anulación que contienen (12) .

En esta misma línea, hemos de manifestar que los laudos que acogen alguna forma de terminación anormal del proceso arbitral (permitida por el art. 38 LA) también podrán ser objeto de impugnación ya que, suponen la terminación de la «instancia arbitral» aunque ésta se haya producido de forma prematura, por acuerdo de las partes o por cualquier otro motivo pero, en definitiva, existe un laudo que se pronuncia sobre el fondo del asunto y que tendrá igualmente efectos ejecutivos y fuerza de cosa juzgada.

No obstante, sobre el concepto de laudo firme versus definitivo volveremos cuando analicemos en profundidad la revisión del laudo en la segunda parte de esta obra.
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La competencia de los árbitros, la renuncia tácita y la acción de anulación del laudo 



1.  LA ACCIÓN DE ANULACIÓN Y LA ALEGACIÓN DE EXCEPCIONES EN EL PROCEDIMIENTO ARBITRAL

Con carácter previo al estudio de los motivos que pueden fundar la acción de anulación del laudo, debemos adentrarnos en el espinoso asunto de las excepciones que pueden interponerse a lo largo del proceso arbitral y su influencia, si es que la tiene, sobre la futura y eventual acción de anulación del laudo.

Los motivos de esta acción recogidos en el art. 41 LA ponen de manifiesto una serie de infracciones que pueden provocar la anulación del laudo. Sin embargo, debemos plantearnos si algunas de esas infracciones -caso de haberse producido durante la tramitación del proceso arbitral- deben ser denunciadas en ese momento como condición sine qua non para poder acceder posteriormente a esta acción de anulación o si, en cambio, se permite una acción directa en sede de anulación con independencia de que dicha infracción haya sido o no denunciada en el procedimiento y, por supuesto, con independencia de que haya sido o no estimada.

Nos referimos a si las excepciones no invocadas durante la tramitación del procedimiento arbitral pueden ser o no impugnadas durante el ejercicio de la acción de anulación. Esto es, si existe un a modo de preclusión a propósito de la impugnación de excepciones en el arbitraje similar al instituto que actúa en el proceso civil.

La verdad es que la doctrina se encuentra bastante divida a este respecto (1) . Las posiciones varían en función del tipo de excepción que se tiene en cuenta o de la disponibilidad o indisponibilidad de la materia a tratar.

Desde nuestro punto de vista, tampoco se puede adoptar una posición única en relación con cualquier tipo de excepción puesto que las partes pueden convalidar -como veremos posteriormente- en virtud del principio de autonomía de la voluntad situaciones que impliquen alguna infracción pero que supongan en todo caso una infracción de una norma dispositiva. Efectivamente, la LA en su art. 6 señala que: Si una parte conociendo una infracción de alguna norma dispositiva de esta ley o de algún requisito del convenio arbitral, no la denunciare dentro del plazo previsto para ello o, en su defecto, tan pronto como le sea posible, se considerará que renuncia a las facultades de impugnación previstas en la Ley.

Para poder dar respuesta al interrogante planteado en este apartado, junto con el art. 6 LA debemos analizar, de forma breve, la influencia para este asunto del art. 22 LA. En virtud de este precepto, los árbitros tienen competencia para decidir sobre su propia competencia, se trata por consiguiente, de la plasmación de la regla Kompetenz-Kompetenz que también inspira la Ley Modelo UNCITRAL de Naciones Unidas (2) .

Este principio debe concretarse en la posibilidad que tienen los árbitros de analizar de oficio, al comienzo del proceso arbitral, la potestad para decidir la controversia que ha sido sometida a su decisión.

El problema es que el art. 22 LA hace referencia al término competencia no en sentido técnico, como aquella concreta medida en la que se atribuye jurisdicción para el conocimiento de un asunto, sino entendido más en un sentido abstracto y englobando dentro de él no solo aquellas cuestiones que tienen que ver con la competencia objetiva y funcional en el conocimiento del conflicto, sino también todas aquellas causas que tengan que ver con la existencia o validez del convenio arbitral, junto con otras causas de oposición al arbitraje u obstáculos que puedan impedir al árbitro entrar en el fondo del asunto.

Así lo señala expresamente el art. 22.1 LA: los árbitros están facultados para decidir sobre su propia competencia, incluso sobre las excepciones relativas a la existencia o validez del convenio arbitral o cualesquiera otras cuya estimación impida entrar en el fondo de la controversia...

Continuando todavía en fase de procedimiento arbitral, una interpretación razonable nos llevaría a entender que los árbitros deben realizar un análisis de oficio de estas posibles causas de oposición al arbitraje en un momento liminar del proceso, de esta manera se evitarían procesos inútiles si, caso de darse alguna de estas infracciones, se dejara para el momento del laudo final la decisión de las mismas, siendo contrario a los principios de rapidez y economía que deben regir las actuaciones en el arbitraje.

Si de oficio los árbitros al analizar su propia competencia detectan cualquier error que impida entrar en el fondo de la controversia o sobre la validez y la existencia del convenio arbitral, lo podrán poner de manifiesto a través de laudos parciales -lo que permitiría el art. 37.1 LA- sin necesidad de esperar a la finalización del procedimiento por los motivos antes aludidos. Bien es cierto que algunos de estos defectos deberían tener un tratamiento distinto con el objetivo de no limitar la autonomía de la voluntad de las partes en el desarrollo del arbitraje. Esto es, en aquellas materias que puedan considerarse como disponibles, los árbitros, antes de poder entrar de oficio a estimar la excepción de falta de competencia en el asunto, deben observar el contenido, no solo de la demanda, sino también de la contestación, pues las partes pueden haber corregido esta circunstancia por el cruce de demanda y contestación habilitando a los árbitros para decidir esa cuestión sin que éstos puedan aludir a la excepción de falta de competencia y no poder entrar así en el fondo del conflicto (3) .

Cuando los árbitros por hipótesis no analicen de oficio su propia competencia para lo cual no están obligados en principio por el art. 22 LA sino solo facultados (4) , las partes podrán impugnar vía excepciones cualquier falta relacionada con el convenio arbitral, la competencia de los árbitros para entrar a resolver la controversia o cualquier otro defecto que impida entrar en el fondo del asunto.

Ahora bien, las partes sí que tienen limitado el momento oportuno para realizar estas alegaciones, como regla general se producirán con la contestación a la demanda, aunque caben dos excepciones: las relativas a la falta de competencia de los árbitros que podrán presentarse tan pronto como se planteen según el art. 22.2 LA; y la segunda, que permite a los árbitros aceptar excepciones en momentos posteriores a la contestación siempre que se justifique su alegación extemporánea.

Igualmente los árbitros tienen la potestad en este caso de decidir sobre dichas impugnaciones con carácter previo o bien junto con las demás cuestiones planteadas respecto del fondo del asunto (art. 22.3 LA).

Para terminar de cerrar el círculo, debemos señalar que el art. 6 LA recoge la presunción de renuncia tácita a las facultades de impugnación y, como ha señalado CORDÓN MORENO (5) , si no se denuncia en el procedimiento arbitral la infracción de alguna norma dispositiva de la Ley o de algún requisito del convenio arbitral, se considerará que se renuncia a las facultades de impugnación legalmente previstas. Por tanto, la exigencia de alegación del vicio en el procedimiento arbitral dependerá de si la infracción es de norma dispositiva o imperativa. Así, los defectos subsanables, o la falta de competencia objetiva de los árbitros derivada del planteamiento de una controversia no comprendida en el convenio arbitral pero susceptible de ser resuelta mediante arbitraje, son defectos cuya denuncia previa en el procedimiento arbitral es necesaria para fundar una posterior acción de anulación; entendiéndose que no se planteó aquella cuestión en el procedimiento arbitral, queda sanada tácitamente por la voluntad de las partes, y, por tanto, constituye un obstáculo para la posterior impugnación ante los órganos jurisdiccionales (6) .

Esta interpretación se ha visto recogida recientemente en la SAP de Valladolid de 9 de febrero de 2006: ...las partes son dueñas del arbitraje en todos sus extremos y esa situación provoca que las mismas puedan consentir las infracciones que puedan existir a lo largo del arbitraje, de manera que si una parte conoce una infracción y no la denuncia a tiempo debe deducirse su voluntad intrínseca o tácita, extraída de los actos que lleva a cabo, de consentirla, y ello, en definitiva, por aplicación de la doctrina de los actos propios que ha sido recogida en innumerables sentencias del TS (por ejemplo, en 12 de julio de 1990, 5 de marzo de 1991 y 20 de mayo de 1993).

En conclusión, podríamos decir que los motivos en los que se funda la acción de anulación del laudo, las excepciones tanto procesales como materiales que pueden ponerse de manifiesto en la tramitación del procedimiento arbitral, la posibilidad de los árbitros de observar su propia competencia por la vía del art. 22 LA y, finalmente, el art. 6 LA que prevé la presunción de renuncia tácita a las facultades de impugnación, se encuentran claramente interrelacionados.

Así, los árbitros antes de analizar su propia competencia sobre todas la cuestiones objeto del arbitraje deberán aguardar -al menos en las materias que puedan considerarse dispositivas- a la actuación de las partes por si, en virtud del art. 6 LA, de su actuación pudiera deducirse que renuncian tácitamente a su impugnación aunque el defecto, error o infracción se hubiera producido de facto.

Si los árbitros de oficio no tienen dudas sobre su competencia o simplemente no se les plantean, pues solamente están facultados para ello aunque no obligados, serán las partes las que puedan poner de manifiesto dichas infracciones (que tengan que ver con la competencia de los árbitros para decidir la controversia, con la existencia y validez del convenio arbitral, o con cualquier otro obstáculo que impida entrar en el fondo del asunto) aunque con las limitaciones que la LA recoge respecto del momento para la interposición de excepciones.

Por último, manteniendo la distinción entre materias dispositivas e imperativas en el arbitraje, algunas excepciones deberán haberse alegado durante el procedimiento arbitral para que dichas infracciones puedan ponerse de manifiesto de nuevo a través de la acción de anulación del laudo; mientras que otras quedarán sanadas con la actuación de las partes en el propio procedimiento arbitral (representación de las partes, recusación de árbitros, entre otras) y no podrán impugnarse vía anulación al no haber efectuado su denuncia con carácter previo durante el transcurso del procedimiento arbitral (7) .

En otro orden de cuestiones, otro aspecto que no regula la LA es si la interposición de dichas excepciones y su consiguiente desestimación provocaría o no la suspensión del procedimiento arbitral caso de interponerse la acción de anulación del laudo. Para este supuesto se parte de la base de que el árbitro decidirá la excepción con carácter previo y no de forma unida a la decisión final con el resto de cuestiones planteadas. Si es desestimada la excepción, el art. 22.3 LA indica que el ejercicio de la acción de anulación no suspenderá el procedimiento arbitral.
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	Ley Modelo elaborada por la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, de 21 de junio de 1985 (Ley Modelo de CNUDMI/UNCITRAL), recomendada por la Asamblea General en su Resolución 40/1972, de 11 de diciembre de 1985.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	En el mismo sentido se pronuncia GUZMÁN FLUJA, V., AA.VV., Comentarios a la Ley de Arbitraje (Dir. BARONA VILAR), cit., págs. 812-814.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	En contra GUZMÁN FLUJA, V., para quien el control de oficio debiera haberse establecido con carácter obligatorio, ya que «si se establece un control de oficio lo lógico es que se incluya un deber de hacerlo valer porque realmente de lo que se trata es de la existencia de un defecto que impide la decisión de la controversia, defecto que muchas veces determina la nulidad absoluta del arbitraje, como puede ser el que se trate de una materia no arbitrable, o de la propia nulidad del convenio que es la base de que el árbitro pueda decidir». AA.VV., Comentarios a la Ley de Arbitraje (Dir. BARONA VILAR), cit., pág. 812.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	CORDÓN MORENO, F., El arbitraje de Derecho Privado. Estudio breve de la Ley 60/2003 de 23 de diciembre de Arbitraje, Navarra, 2005, pág. 203.
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